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INVITADOS: Por la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, señores Héctor Morales, 
Secretario General; Mario Trápani, Secretario de Organización; Juan Cabrera, Heber Do 
Santos y señoras Felisa Alonso Díaz y Julia Cortiñas Fernández. 


Ciudadanos del INAUÚ, doctora Azul Martorell, y señoras Fany Fusatte y Mabel Aranda. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vivián).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, 
integrada por el Secretario General, Héctor Morales; por el Secretario de Organización, Mario Trápani; por 
las señoras Felisa Alonso Díaz y Julia Cortiñas Fernández, y por los señores Juan Cabrera y Heber Do 
Santos, y le cede el uso de la palabra. 


SEÑOR MORALES.- Soy el Secretario General de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay. 


Para concurrir a esta Comisión dejamos pasar algunas semanas después de la elección de representantes 
sociales en el Directorio del BPS, pero hemos conversado, en particular, con algunos legisladores que la 
integran. En aquella oportunidad denunciamos la gravísima injerencia oficial en las referidas elecciones 
actuando a favor de algunas de las listas participantes en el caso de los jubilados, la Lista N* 1 y también de 


la lista de los trabajadores, pero en todo caso son ellos los que tendrían que hablar sobre estos temas; nosotros 
nos vamos a referir a lo que tiene que ver con los jubilados. 


Una vez más denunciamos un hecho grave y queremos alertar a los miembros de la Comisión y a cada uno de 
los Partidos que integran porque nuestra organización tiene serias dudas sobre lo que pueda pasar en una 
elección nacional, teniendo en cuenta lo que pasó en esta elección de representantes de los jubilados en el 
Directorio del BPS. Hubo una clara injerencia oficial por parte del señor Presidente del Banco de Previsión 
Social, Ernesto Murro, quien salía un día sí y otro también en la televisión diciendo que las conquistas que 
tenían los jubilados se debían exclusivamente a quienes habían representado a los jubilados hasta ese 
momento, o sea, a la ONAJPU. Nosotros creemos que ese es un tema que tenían que dirimir los jubilados y 
no participar nada más ni nada menos que el Presidente del organismo de Previsión Social a favor de una de 
las listas que competían. 


Queremos denunciar la metodología que se utilizó. Por ejemplo, en la ciudad de Libertad los jubilados no 
querían saber nada con nosotros; nos pedían que no los comprometiéramos, que ni siquiera nos acercáramos 
a conversar con ellos porque, de lo contrario, corrían el peligro de perder US$ 53.000 que se les había 
prometido para la compra de un local para la organización de jubilados de esa localidad. 


En la barra del Chuy estuvimos en Semana Santa conversando con la gente, muy desconforme con lo que 
estaba pasando, y había una adhesión muy fuerte a nuestra lista. Pocos días antes de las elecciones un 
compañero del lugar lleva todo el material nuestro listas incluidas y se encuentra con el local de los jubilados 
de la barra del Chuy todo empapelado con la Lista N* 1. Nuestro compañero les pregunta qué fue lo que pasó 
y le responden que por favor los comprendieran porque les habían prometido dos computadoras si trabajaban 
para la Lista N* 1. 


Esto ocurrió a nivel de todo el país. Con toda seguridad, la ONAJPU, una organización de viejos pobres, no 
tendría US$ 53.000 para darle a la gente de Libertad para comprar su local, ni tampoco dinero para darle a 
otros para comprar computadoras. Nos preguntamos quién era el que se comprometía y de dónde salían los 
fondos de los compromisos que se asumían, si se trabajaba para la Lista N* 1. Tenemos todo el derecho a 
pensar que también allí había una injerencia oficialista, por todo lo que se había dicho a nivel oficial a favor 
de la Lista N* 1. 


Esto ocurrió a lo largo y ancho de todo el país y no estamos llorando miseria ni nada por el estilo, sino 
denunciando hechos gravísimos relacionados no solo con la elección de los representantes de los jubilados 
sino con la democracia de los uruguayos. 


Mientras nosotros viajábamos con pasajes de cortesía de las empresas de ómnibus, llegábamos a los lugares y 
nos encontrábamos con propaganda televisiva y radial, cartelería hecha en talleres seguramente muy caros 
por la calidad de los materiales, volantes en papel satinado muy caro, participando en esa instancia como si 
fuera una elección nacional y con un despilfarro de dinero que estamos seguros de que una organización de 
viejos pobres no puede tener. Lo decimos porque nos pasa a nosotros: no tenemos ni un vintén. Contábamos 
con una policlínica y tuvimos que cerrarla porque no teníamos ni siquiera para pagar el viático a los médicos 
que trabajaban allí. 


El resultado de las elecciones fue la crónica de una muerte anunciada, con mucho dinero por parte de la Lista 
N? 1 y con ayuda oficial expresa un día sí y otro también de parte del señor Presidente del Banco de Previsión 
Social. 


Adviertan la incongruencia: las semanas anteriores a las elecciones, los señores Sixto Amaro y Murro estaban 
todos los días en la televisión haciendo promesas de determinados montos jubilatorios; ahora han 
desaparecido de los medios, terminó la elección y la gente no ve los resultados. 


Hecha esta denuncia, vamos a hablar un poco de la situación de los viejos trabajadores uruguayos: es 
desesperante. A esta altura ya perdimos el valor del ajuste que percibimos en el mes de febrero, que no fue a 
cuenta de lo que va a pasar este año sino de lo que ocurrió el año pasado. Tuvimos un 8% de aumento, ya el 
costo de vida anda por esas cifras, y no vamos a recibir otro ajuste de aquí al mes de febrero del año que 
viene. Es un genocidio lo que se está haciendo con los viejos. Vimos cómo descarada y vergonzosamente, el 
señor Presidente del Banco de Previsión Social salía a glorificar la miserable jubilación mínima de $ 4.452 
acusando, inclusive para justificarla, a los Partidos de la oposición de que en etapas anteriores la jubilación 


mínima era de $ 300 o de $ 400. No servían los $ 300 o $ 400 de aquel entonces, pero tampoco sirven los $ 
4.452 de jubilación mínima de hoy. Tenemos una canasta básica familiar que ronda los $ 47.000 o $ 48.000. 


Pregunto al señor Ernesto Murro, que hablaba tan bien de ese ajuste, y les pregunto a ustedes, señores 
legisladores, quién puede vivir en este país con $ 4.452. Somos personas mayores, adultos mayores; nuestros 
hábitos alimenticios, de abrigo y relativos a la atención de nuestra salud, por razones biológicas, no han 
cambiado: vamos al médico y nos dice que tenemos que comer comida "light", que no podemos comer esto o 
aquello; no podemos comer comida chatarra, que es la que nos enferma, cuanto menos la dieta que nos 
manda el médico, aunque a nuestra edad tenemos que cuidarnos. 


Esto lo hemos denunciado en forma reiterada en esta Comisión y por desgracia nunca hemos recibido 
respuestas concretas para hacer que los viejos uruguayos vivamos un poco mejor. Sabemos que el Parlamento 
no tiene iniciativa en materia de seguridad social, pero cada uno de los integrantes de la Comisión integra un 
Partido Político; inclusive, aquí hay representantes del Partido de Gobierno. Entonces, cuándo será el día en 
que escuchen el clamor de los viejos uruguayos que no aguantamos más. Es una situación insoportable. 


En este momento, el promedio jubilatorio, con el aumento de $ 400 que tuvo la jubilación mínima, anda en 
los $ 4.600 y estoy hablando de un promedio; hay jubilaciones mucho más bajas. Hemos recorrido el país y 
nos hemos encontrado con jubilaciones de $ 2.800 o $ 3.000. El 70% de los jubilados y pensionistas no 
sobrepasan los $ 7.500 en este país, vuelvo a repetir, con una canasta básica familiar que a esta altura ronda 
los $ 47.000 o $ 48.000. 


Por otra parte, el 99,99% de nosotros está metido en préstamos y solo cobramos papeles porque nos metemos 
en el BPS, en el Banco República y en las empresas privadas, y nos matan con los intereses. Es más, hay 
personas, como el señor Polakof, dueño de los supermercados "El Dorado", que no les alcanza con eso y 
también dan tarjetas a la gente para que compre en sus supermercados. Pagan jubilaciones pero resulta que al 
final, cuando la persona va a cobrar, le descuentan todo lo que compró. Ustedes dirán que es lógico que 
tengan que pagar las cuentas pero nosotros decimos que lo lógico sería tener jubilaciones decorosas que 
permitieran que el jubilado no viviera esa vida de infierno, haciendo calesita esperando al noveno mes para 
poder reenganchar de vuelta un préstamo en el BPS. 


Por otra parte, es un desastre la salud de los uruguayos, a pesar de la glorificación que se ha hecho del 
FONASA, que no soluciona absolutamente nada y es la misma porquería que hemos tenido en materia de 
salud hasta ahora. Con el FONASA van a tener que llevar plata; inclusive los que estaban en Salud Pública, 
que tenían tarjeta gratis, van a tener descuentos. Se hace negocio con la pobreza de la gente y no sabemos 
para qué porque el dinero que se gana no sabemos dónde va; no va a modificar para bien la vida, por lo 
menos, de nuestro sector. 


Queremos denunciar otro hecho: los ajustes jubilatorios cada un año. Reitero, a esta altura del año, faltando 
seis O siete meses para un nuevo ajuste, están perdiendo poder adquisitivo las miserables jubilaciones que 
tiene la gente en la enorme mayoría de los casos. También tenemos la prima por edad, que es una conquista 
de los jubilados de los años sesenta, que no tiene nada que ver con el ingreso de la persona o de su núcleo 
familiar sino que era un reconocimiento de la sociedad a los viejos uruguayos por todo lo que habían dado a 
este país a través del trabajo. La prima por edad había sido sacada por la dictadura y a partir del año 2006 el 
Gobierno la restituyó, pero de una forma prostituida, mercantilizada: le puso topes a lo que gana el jubilado y 
a los ingresos del núcleo familiar. De esa manera se terminó con aquel espíritu de reconocimiento que la 
sociedad uruguaya le hacía a sus viejos. Es un beneficio que en lo económico no significa absolutamente 
nada: en este momento es poco más de $ 1.000. Nosotros decimos que esto hay que cambiarlo. Hay que 
devolver a los viejos el derecho que habían conquistado en los años sesenta. No puede ser que mientras la 
humanidad avanza en materia de derechos, Uruguay retroceda de la forma que lo hace en esta materia. 


Hace poco preguntábamos a uno de los pocos Directores del Banco de Previsión Social que nos atiende qué 
estaba pasando con las ganancias del BPS en la AFAP República, y aclaro que nosotros estamos en contra de 
las AFAP porque las consideramos la mayor estafa que se le ha hecho a los uruguayos a lo largo de la 
historia. | Esa estafa deja algunos réditos a nivel oficial. Preguntamos dónde está el dinero que le corresponde 
de la fabulosa ganancia por su participación en la AFAP República. Hablamos de $ 400:000.000 que tiene el 
Banco de Previsión Social que no destina a nada. Reclamamos que esos $ 400:000.000 se utilicen para 
mejorar las pasividades. 


Con respecto al aguinaldo queremos hacer una denuncia. Hicimos una acción preparatoria con los abogados 
los que saben de derecho tienen claro qué es una acción preparatoria para presentar una demanda en contra 
del BPS porque la dictadura nos robó el aguinaldo y nunca se nos ha devuelto. Dicen que cuando se liquidan 
las jubilaciones, se liquida el aguinaldo, y eso no es correcto, no es verdad. Otros dicen que el Acto N* 9 lo 
derogó pero está viciado de nulidad por haber salido de un gobierno de facto. Reclamamos el aguinaldo y el 
BPS tiene que contestar a la Justicia pero a dos meses todavía no lo ha hecho. 


Tenemos nueve mil firmas que vamos a presentar en poquitas semanas para que se nos devuelva el aguinaldo, 
que nos pertenece. Esa es otra violación de la ley. El señor Ernesto Murro es especialista en violar las leyes, 
especialista en violar dictámenes, considerándolos inaplicables, como los del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Tenemos el caso de un compañero de OSE que por una inducida mala liquidación de sus 
haberes jubilatorios ganó los recursos presentados en el organismo y en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. El Tribunal se expidió hace más de un año, y el señor Murro dio la orden de no acatar la 
resolución del Tribunal. 


Tampoco se aplica la Ley N* 17550 que establece algunos de los presentes aquí la votaron que es el jubilado 
el que elige el lugar dónde cobrar. Es inverosímil que, teniendo la infraestructura del BPS, se mande a la 
gente a cobrar jubilaciones en empresas privadas que no tienen absolutamente nada que ver con la seguridad 
social, que es un derecho humano fundamental. Alrededor de $ 100 se van por cada recibo que se paga fuera 
del Banco de Previsión Social, y bien se podrían utilizar para mejorar las pasividades de los uruguayos. 


La ley establece que cuando le dan la jubilación tiene que elegir el lugar dónde cobrar. Esto funcionó hasta 
hace un tiempo y el nuevo jubilado elegía. Sin embargo, ahora no puede elegir bajo la trampa de que no hay 
cupos, como si la gente no se muriera y dejara lugar para que otro cobrara. De oficio lo mandan a cobrar a 
una empresa privada y no puede optar por volver al BPS. Antes le daban la opción de volver pero ahora ya no 
la tienen. Las empresas privadas por acción oficial están ganando fortunas, mientras maltratan al jubilado 
porque no tienen la infraestructura del BPS. 


Quizás algunos de los presentes piensen que esto es discurso porque no han llegado a la edad de nuestros 
compañeros. La realidad es que hay gente que no puede estar parada mucho tiempo, otra que no puede tomar 
frío y algunos necesitan ir al baño. En la agencia del BPS de La Unión le dicen a la gente que vaya a hacer la 
cola a la calle y no les permiten usar los baños, sentarse ni estar abrigados dentro del local. Imaginen las 
colas infames que se hacen a lo largo y ancho del país, para que los pobres viejos cobren porque no hay 
capacidad locativa para atenderlos. 


Hace muchas decenas de años nosotros estábamos orgullosos de la seguridad social que teníamos porque era 
totalmente humanizada, donde los Gobiernos reconocían que era un derecho humano fundamental. Pero hoy, 
jubilarse en el Uruguay es casi imposible. Ya no hay aquellos viejos establecimientos fabriles donde una 
mujer o un hombre entraban a trabajar siendo muchachos y salían cuando se iban a jubilar. La vida laboral de 
los uruguayos hace que deambulemos por un montón de empresas para poder completar los treinta y cinco 
años. Una vez más denunciamos que somos uno de los países donde cuesta más años jubilarse: treinta y cinco 
años para una jubilación común. Hay una jubilación berreta de treinta años que es mucho más miserable que 
la de treinta y cinco años. 


Lo que sucede es que no podemos juntar los treinta y cinco años. El BPS y el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social deberían tener documentación pero no la tienen por desidia de todos los jerarcas que han 
deambulado por esos organismos. Como no está la información le dicen al jubilado que tiene que presentar 
testigos. Piden un mínimo de tres, pero hay casos en los que exigieron seis, nueve, doce y hasta treinta. 
¿Quiénes son los testigos? Son gente de nuestra edad, porque no sirve que yo le haya contado a un muchacho 
que trabajé, sino que los testigos tienen que haberme visto que lo hacía, saber el ramo de la empresa y si esta 
era pública o privada. Luego el BPS hace comparecer a los testigos, que reitero que como mínimo tienen que 
ser tres. Para que tengan una idea de lo que pasa, quiero decir que en esta sesión en la que participamos 
muchas personas, seguramente todos vamos a tener la idea del motivo de la convocatoria, pero cuando 
vayamos a relatarla lo haremos en forma distinta porque los seres humanos no nos expresamos de la misma 
manera. En el BPS hay una máquina de demoler testigos, que los amedrenta y los destroza, y en la enorme 
mayoría de los casos los desecha porque, como es natural, no todos relatamos las cosas de la misma forma. 


Nosotros tenemos un servicio de abogados, gratuito que mantenemos con mucho sacrificio; debería ser 
prestado por la central de trabajadores, pero no lo hace. La gente desesperada y llorando va a nuestro local a 


pedirnos asesoramiento jurídico porque no se pueden jubilar, le rechazan los testigos y las declaraciones. 


Con respecto a las jubilaciones por enfermedad queremos decir que las normas son muy rígidas y creemos 
que a esta altura son totalmente anticuadas. Hay que tener una enfermedad o discapacidad en los seis meses 
inmediatos a dejar de trabajar. Si pasa ese tiempo no se puede reclamar una jubilación por enfermedad porque 
la ley establece que debe hacerse dentro de los seis meses que se dejó de trabajar. 


La gente no conoce el tema de la seguridad social, y por eso otro de nuestros reclamos es que sea una materia 
curricular, que la aprendan los chiquilines desde la escuela. Nos acordamos de la seguridad social cuando nos 
vamos a jubilar, y nos encontramos con estas trampas. Hay que estar medio muerto para poder conseguir una 
jubilación por enfermedad, y reitero el plazo de seis meses. El caso de una pensión por discapacidad es peor 
porque para una jubilación no importa lo que gana el núcleo familiar pero para este tipo de pensión sí. Si mi 
hijo gana una cantidad que junto con la mía equivale a más de tres bases de prestación, o sea $ 6.678 si no 
recuerdo mal, la obligación pasa para el hijo. Voy a contarles el caso de Andrea Núñez, una mujer de cuarenta 
años, que quedó discapacitada por una atrofia en su columna vertebral. Es una mujer sola con dos hijos: uno 
de quince, y una niña de siete años. Está totalmente imposibilitada para trabajar. La junta médica del BPS le 
da un 69% de baremo y cuando va a liquidaciones le informan que el Banco no le va a pagar su pensión por 
discapacidad. ¿Saben por qué? Porque vive con su madre que gana $ 11.000 de jubilación. Cuatro personas 
viven con ese dinero. ¡Es despiadado! ¡Un hecho como este es criminal! Nosotros reclamamos 
permanentemente y todo cae en saco roto. Y escuchamos los discursos que dicen lo bien que viven los viejos. 
Son discursos estrafalarios como que mientras baja la pobreza, aumenta la situación de calle, cuando en 
verdad, una cosa es consecuencia de la otra. El caso de los adultos mayores es criminal porque se está 
cometiendo, lo que nosotros graficamos como "un viejecidio" inducido en el Uruguay por lo mal que 
vivimos. 


Venimos una vez más a esta Comisión para ilustrarlos en la tarea que ustedes llevan adelante como 
legisladores, integrantes del Parlamento uruguayo. Pero también venimos a apelar a sus corazones, para que 
sepan cómo viven los viejos uruguayos. La situación de la inmensa mayoría de ellos es desesperante. 
Reclamamos y exigimos a ustedes que hagan algo para aliviar esta situación. Estamos reclamando un 
adelanto a cuenta del ajuste que vamos a tener en febrero. La situación es insostenible. ¿Y saben una cosa? 
Estamos reclamando eso, y si lo conseguimos cuando llegue febrero, vamos a pedir que no se tome en cuenta 
ese ajuste a cuenta y que se dé lo que corresponda en el mes de febrero. ¡Tenemos pleno derecho a exigir eso! 
Enriquecimos este país; enriquecimos a nuestros patrones; enriquecimos a gobernantes los anteriores y los 
actuales con nuestro trabajo y, como contrapartida, tenemos una vejez miserable, tenemos una vejez dolorosa, 
tenemos una vejez humillante. 


Reitero: tratamos de ilustrarlos en la tarea que ustedes llevan adelante, pero también apelamos a sus 
corazones, a que vean, a través de lo que relatamos, cómo vive la enorme mayoría de los viejos uruguayos y 
a que hagan algo para remediar, aunque sea en una pequeña parte, esa horrible y mísera vida que vivimos. 


Ahora nos tienen enloquecidos la gente preguntando si le corresponde el FONASA. ¡Otra burla! Porque el 
propio Gobierno anunció que sería para todos los jubilados, pero resulta que ahora es en el 2016. Para 
entonces va a haber miles de cruces en el cementerio por la cantidad de personas que se habrán ido, que hoy 
tienen el mismo derecho a atender su salud que aquellos que ingresen en 2016. No va a ser el FONASA el 
que solucione el tema de la salud de los uruguayos. Es hora de pensar que la salud también es un derecho 
humano fundamental de los uruguayos y que hay que atenderla como tal y no como un fin de lucro, como se 
hace hoy en día, en que los hospitales de Salud Pública dan vergiienza y en que el mutualismo es casi 
inaccesible porque, más allá de que el FONASA cubra parte del recibo, después, hay que llevar dinero para 
los copagos porque, si no, no nos atienden. 


Podríamos pasar toda la tarde relatando hechos dolorosos de los viejos trabajadores uruguayos que concurren 
a nuestra sede todos los días, pero esto puede servir para ilustrarlos en la tarea que ustedes llevan adelante. 


SEÑOR DO SANTOS.- Hace muchos años, teníamos la esperanza de que los sucesivos Gobiernos iban 
a mejorar nuestra situación, principalmente, la de los jubilados de hoy. Yo hace muchos años que soy 
jubilado. A mí me retuvieron la jubilación, después me la reintegraron, tuve que hacer un juicio. Yo 
tuve dos intervenciones de columna y tengo que atenderme en una sociedad privada, y ustedes saben lo 
que salen las cuotas de las sociedades privadas. Por la edad que tenemos, debemos concurrir a 


especialistas, que generalmente nos indican estudios. En mi caso, ya van tres veces que, por mi 
problema de columna, me mandan una resonancia magnética, y eso sale $ 3.000 en una sociedad 
médica. Con la jubilación que me paga el BPS, de $ 6.000, no puedo comer si pago una resonancia 
magnética. Pago $ 1.000 de sociedad, más los medicamentos, más las órdenes, ¡es imposible! 


En nuestro Parlamento, en nuestro Gobierno, tiene que haber alguien que tenga un poco de conciencia, de 
criterio, para con nosotros, los viejos, a fin de buscar una forma de que podamos sobrellevar todos esos 
problemas económicos, que son agobiantes. El costo de vida es tal que nos resulta imposible acceder a 
alimentarnos debidamente. Tenemos que empezar a hacer la calesita, los préstamos, y entonces llegamos a fin 
de mes y cobramos la mitad de la jubilación. ¿Y qué hacemos con eso, si tenemos que pagar la sociedad 
médica, etcétera? Yo también tuve dos angioplastias y por orden de la cardióloga tengo que tomar dos 
medicamentos de por vida que solo se obtienen en la sociedad porque el Fondo Nacional de Recursos no los 
da, y a veces no tengo plata para retirarlos, porque la orden para un medicamento sale $ 142 y yo necesito 
tres por mes. 


Esa es la realidad que hoy estamos viviendo los viejos, los jubilados, y apelamos, no a la conciencia porque 
sé que son gente consciente y preparada, sino al corazón del ser humano; piensen que somos seres humanos y 
hemos luchado toda la vida por nuestro Uruguay, por nuestra patria. Hubo un momento en que tuvimos el 
orgullo de decir que éramos la tacita de plata y se vivía con muy buena onda, como dicen ahora los jóvenes, 
pero hoy la realidad es otra. El Gobierno dice que el país se ha enriquecido, que han crecido los ingresos, las 
fuentes de trabajo, pero los jubilados estamos totalmente olvidados. A nosotros no nos mencionan; no 
existimos a ningún nivel, ni en el Parlamento, ni en el BPS. Para el Presidente del BPS los jubilados 
existieron cuando hubo campaña electoral; después, no se habló absolutamente nada más de los pasivos. 
Parece que está todo bien, todo fantástico; así lo dicen el señor Murro y el señor Sixto Amaro, que es quien 
representa a los jubilados en el BPS. 


Esto es parte de la realidad, del sentimiento y de la vivencia nuestra, porque es una vivencia. A esto ya ni 
siquiera se puede sobrevivir. 


SEÑOR TRÁPANI.- Estoy jubilado hace unos cuantos años y debo decir con toda sinceridad que 
nunca me tocó pasar momentos tan difíciles como ahora. 


En la Presidencia del Directorio del BPS tenemos a una persona que es insensible al sufrimiento de los 
jubilados. Si no, tengan en cuenta lo siguiente. Por ejemplo, algunas veces hemos intentado tener una 
entrevista con el Presidente. La única vez que nos recibió, ni bien entramos a la sala donde atiende, nos dijo: 
"Buenas tardes. Miren que a ustedes los recibo por deferencia con el señor Fernández" en aquel entonces 
estaba Arturo Fernández como representante de los jubilados "porque yo no tengo obligación alguna de 
recibirlos". Dice eso porque considera que a los que pierden la elección no hay que atenderlos, no se los pude 
recibir. Ese es el criterio que tiene ese señor. Y el asunto ha avanzado mucho más y para mal. Actualmente, 
nosotros estamos reclamando la devolución del aguinaldo que nos quitó la dictadura. Hicimos una 
reclamación ante la Justicia, que pidió información al Presidente del BPS. Ya van casi dos meses de esto y 
aun no ha respondido. Creo que esto es una falta de respeto a la Justicia. ¿No habrá medios para que la 
arbitrariedad de ese señor sea frenada? Pido que ustedes piensen esto, lo mediten, lo estudien y que, por lo 
menos, digan algo sobre todo esto que está ocurriendo a nivel de la Dirección del Banco de Previsión Social. 
No puede ser que solamente esté para recibir a sus amistades. El Parlamento recibe a todos aquellos que se 
presenten y pidan audiencia, pero en el Directorio del BPS no es así, y no creo que el Directorio del BPS sea 
superior al Parlamento. 


Por eso, les pido por favor que piensen bien si no se pueden frenar las arbitrariedades de ese señor. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MORALES.- Quiero abonar en materia de la injerencia de este señor y del señor Amaro en los 
derechos de los jubilados. 


Los jubilados del Frigorífico Melilla consiguieron que el Parlamento elevara una minuta de comunicación al 
Poder Ejecutivo para poder llevar sus jubilaciones a ocho bases de prestación. Yo soy jubilado del Frigorífico 


Nacional y tengo esa jubilación. El otro día decíamos a los compañeros que acá se buscan dos efectos. 
Quieren meter más gente y esa reparación que tienen que hacer a los compañeros va a costar cientos de miles 
de dólares más si se mete más gente y eso va a ser una traba para que el Poder Ejecutivo considere esa 
minuta. O se quiere meter gente que no tiene nada que ver con la jubilación de la industria frigorífica, 
trabajadores de otros frigoríficos que no fueron perseguidos por la dictadura, sino que en determinado 
momento de su vida laboral se fueron del lugar de trabajo. En vez de ayudar a la gente que está haciendo 
reclamos justos, le ponen trabas para que esos reclamos jamás se hagan realidad. 


SEÑORA MALLO.- Ustedes me conocen y saben que su lucha ha sido siempre una de mis grandes 
luchas. El jubilado es una clase social que siempre me dolió mucho. 


Estoy completamente de acuerdo con muchas de las cosas que han dicho acá. 


El señor Morales se refirió a los testigos y, efectivamente, no sé por qué ese punto no se arregla. Sería hora de 
que nos reuniéramos con el Presidente del BPS y el Director Sixto Amaro. Creo que tienen que hacer algo, 
porque no es justo que sea como una Gestapo. Creo que a los jubilados y al resto de la gente hay que 
ayudarlos y se debe partir de la base de que no mintió. Si lleva a un testigo que lo conoció, no puede ser que 
si de repente dice que vivió en el barrio, le digan que no, que solo vivió tres días, que no puede ser porque 
que se fue tal día o a tal hora, etcétera. Esas cosas nunca pueden ser porque el BPS, en primer lugar, debería 
tener la documentación pues, en la mayoría de los casos, la gente trabajó y el BPS no conservó la 
documentación. |Sé exactamente cuando la tiraron a los tambores, allá en ATYR, para pasar todo a la 
computadora. Yo iba a los tambores, a los archivos, etcétera y lo documenté a todo el mundo, a cada 
expediente que caía en mis manos. Era un trabajo de hormiga pero puedo decir que le documenté a todo el 
mundo con lo que había. 


Se dijo que eso era demasiado engorroso; entonces, se tiró porque hacía perder mucho tiempo. Está bien 
pero, ¿por qué no se pasó toda la información a la computadora? La verdad es que cuando comenzó la 
historia laboral, se tiró todo. 


Entonces, teniendo en cuenta esto, el BPS debería creer en la gente; si no tiene con qué comprobar, debe 
creer. 


Por otra parte, lo que se hace con los testigos es horrible. Se dice que está mal y hay que presentar 
nuevamente un escrito. Pasan dos meses y se busca por todos lados quién puede declarar. Cuando se 
encuentra a alguien, aparece otro problema. Se les dice que hagan un reclamo con abogado. Y la gente viene 
demostrando que trabajó y que no estuvo preso porque cuando se está preso no se trabaja, pero no puede 
demostrar un determinado trabajo porque no le pagaron o porque el BPS no conservó la documentación; 
entonces, hay que ser más flexibles. Este tema es grave y pienso que lo van a resolver en algún momento. 


En cuanto al baremo, ¡ni hablar! Conozco a gente que se quiere jubilar por enfermedad, pero no tiene nada. 
Es verdad. No defiendo a esa gente. Pero también conozco gente que murió a los dos meses de presentar un 
pedido de pensión, que se negaba porque no llegaba al baremo. Yo conozco una señora que trabaja en el 
INAU y gana $ 13.000. Es sola y tiene una hija de siete años y otro hijo de más de veinte años que está 
imposibilitado totalmente. Pero no le dieron la pensión porque gana $ 13.000. Así que tiene que mantener a 
esos dos hijos, ella sola, con esa suma de dinero. Entonces, por un lado, está el que se hace el vivo pero, por 
otro, la inhumanidad que hay que tener en cuenta. 


A su vez, en cuanto al cobro, estoy de acuerdo con que el empleado jamás pregunta dónde quiere cobrar. 
Dice: ¿Qué ABITAB le conviene? Eso es una ganancia para una empresa porque hay un convenio con ella. El 
BPS está pagando mucho por eso y ese dinero se podría dedicar a otra cosa. S1 sobra, se podría repartir a los 
jubilados y pensionistas. Además, pueden cobrar en cualquier banco, lo que no se dice. El jubilado puede 
abrir una cuenta, sin costo, para que le depositen allí su jubilación. 


En cuanto a las demás cosas, con unas podemos y con otras no. 


SEÑOR ABDALA.- Me sumo a la bienvenida a la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas, que es 
una organización muy representativa de las clases pasivas. No habrá ganado las últimas elecciones de 
candidatos al Directorio del Banco de Previsión Social pero quedó demostrado que es representativa de 


decenas de miles de jubilados. Por lo tanto, merece nuestra consideración y respeto, teniendo en cuenta 
además su presencia de larga data defendiendo los intereses que representa. 


El señor Morales y los demás invitados hicieron referencia a los más diversos temas. Yo no voy a hablar de 
todos porque llevaría mucho tiempo. La señora Diputada Mallo escogió tres de ellos y los comentó en 
términos que comparto totalmente. Por lo tanto, no voy a reiterar conceptos. Lo que sí voy a hacer es dejar 
algunas constancias sobre otros tres temas que fueron mencionados. 


En primer lugar, con respecto a la última elección de candidatos a Directores sociales, coincido en términos 
generales con las afirmaciones vertidas en Sala, algunas de las cuales las he hecho en forma pública. Además, 
manejamos muchos de esos conceptos delante del Presidente del Banco de Previsión Social cuando 
generamos una instancia en el ámbito de esta Comisión, a fin de hacer un balance sobre dicha elección. En 
esa oportunidad, sostuvimos que el excesivo protagonismo que adquirió el Presidente del Directorio del 
Banco fue poco feliz y no ayudó a la normalidad de esa elección y a la equidistancia que el Estado y, en 
particular, el Banco de Previsión Social debían mantener con relación a todas las candidaturas. De esa 
reunión, surgió algo que tiene que ver con lo que recién se reclamaba. Pensando en el futuro, el BPS planteó 
una serie de modificaciones legales a las normas vigentes, en lo que tiene que ver con la organización de la 
elección. Inclusive, anunció la creación de un ámbito en el que se negociarían modificaciones de este tenor. 
En ese momento reclamamos que todas las organizaciones fueran tenidas en cuenta. Específicamente en este 
sector, podrá haber una que ganó las elecciones pero eso no significa que las demás organizaciones no tengan 
un componente de representatividad muy importante, teniendo en cuenta cómo está estructurado el voto y la 
participación de la gente y los afiliados a las distintas organizaciones. Si tomamos la fotografía de la última 
elección, es evidente que hay tres organizaciones que merecen consideración y respeto por lo que 
representaron desde el punto de vista electoral y por la larga tradición que tienen. Por lo tanto, a la hora de 
negociar y generar ámbitos de discusión con referencia a temas que hacen a la condición de los pasivos, creo 
que todas las organizaciones deben ser consultadas. Ese reclamo fue hecho y está en la versión taquigráfica. 
Veremos de qué manera se dilucida esta cuestión. Pero es un aspecto en el que debemos seguir trabajando. 


En segundo término, con relación a la incorporación de los jubilados al FONASA, sé que la Coordinadora 
tiene una opinión crítica sobre esa solución. Simplemente, quiero decir que, en realidad, las cosas son algo 
peores de lo que aquí se han denunciado. En verdad no solo se ha producido un atraso en la incorporación de 
los pasivos al Sistema Nacional Integrado de Salud por lo menos, con relación a lo que había sido anunciado 
en la campaña preelectoral; eso ya lo vimos en la Ley de incorporación de colectivos al FONASA que el 
Parlamento aprobó a fines del año pasado, sino una gravísima ilegalidad. En el decreto reglamentario que el 
Poder Ejecutivo aprobó la semana pasada, que reglamenta esa ley que incorpora a las Cajas de Auxilio, al 
Sistema Notarial de Salud y a los pasivos, se produce una modificación de la ley por la vía del decreto que es 
absolutamente violatoria del principio de legalidad y que es adicionalmente perjudicial para los pasivos. La 
ley establece un determinado cronograma en función del cual se incorpora a los jubilados, de acuerdo con su 
nivel de ingresos y edad, en determinadas fechas y dice que tanto el nivel de ingresos como la edad del 
jubilado y del pensionista se tomará en cuenta en el momento de la promulgación de la ley. Sin embargo, el 
decreto reglamentario dice que el nivel de ingresos se toma en cuenta al momento del ingreso al FONASA. 
Como en el mes de enero habrá un ajuste, probablemente ese ajuste determinará que muchos de los que hoy 
ganan menos de cuatro bases de prestaciones y contribuciones queden por encima de ese umbral y no 
ingresarán en julio del año que viene sino que, en el mejor de los casos, quedarán para el año 2013 o 2014. 
Eso es algo que ya hemos denunciado públicamente. Vamos a discutirlo con los Ministros de Salud Pública y 
de Economía y Finanzas en la instancia presupuestal de la Rendición de Cuentas que empieza la semana que 
viene. Pero va en línea con lo que aquí se decía, y con razón. 


Finalmente, con relación al ajuste semestral o del adelanto a cuenta del aumento anual del próximo mes de 
enero, quiero decir que comparto totalmente el planteo. Es algo que hemos discutido largamente en esta 
Comisión y, en particular, a lo largo de todo el período pasado con las autoridades de entonces. Creo que es 
evidente que se produce una pérdida del poder adquisitivo de los pasivos; diría que es de comprobación 
matemática. Los jubilados reciben un ajuste anual, de acuerdo con la Constitución; nadie dice que se esté 
violando el artículo 67. Pero se está cumpliendo demasiado estrictamente, porque se otorga según la 
evolución del Índice Medios de Salarios en ocasión del ajuste de los salarios públicos, que es en el mes de 
enero. También es verdad que ese ajuste recupera la inflación del año anterior y, a partir del mes siguiente, 
los niveles de inflación que se produzcan van carcomiendo ese ajuste que se otorgó el 1” de enero. Esa 
situación, que la vimos a lo largo de todo el quinquenio pasado, se está haciendo mucho más ostensible este 


año, en la medida en que el Gobierno reconoce que hay presiones inflacionarias y aumentos de precios por 
encima de lo que el propio Gobierno proyectó. Quiere decir que el reclamo que acabamos de escuchar es 
absolutamente sensato y razonable; también creo que es prudente porque ni siquiera se ha pedido un ajuste 
extraordinario de pasividades sino un adelanto a cuenta. Es una fórmula que el Gobierno pasado ensayó. 
Ocurre que lo hacía allá por la primavera o cuando estábamos a dos meses del ajuste siguiente; entonces, 
terminaba siendo prácticamente un beneficio que llegaba tarde, mal y nunca porque los jubilados necesitan el 
aumento ahora, en los meses de invierno, que son los más duros y cuando ya a mitad de año se ha generado 
un incremento de precios lo suficientemente importante como para afectar el poder de compra de los pasivos. 


Adelanto nuestro compromiso a trabajar sobre estos temas. Veremos cuáles son los caminos y las acciones 
parlamentarias. Nuestra bancada parlamentaria y sé que no vamos a estar solos en esa tarea va a desarrollar 
algunas actividades y a emprender algunas acciones que tiendan a sensibilizar a las autoridades con respecto 
a algo que no se arregla con voluntarismo. Pero también es verdad que si se pone empeño e imaginación, las 
soluciones se pueden buscar y encontrar en un contexto en el que hace pocos días el Presidente del Banco de 
Previsión Social celebró una vez más el aumento de la recaudación del Banco de Previsión Social, el 
aumento de las cotizaciones y la formalización del trabajo. Todo eso nos alegra, pero sería bueno que parte de 
eso empezara a derramarse hacia los sectores que más lo están necesitando. 


SEÑOR MORALES.- Es verdad que el artículo 67 no se viola en cuanto a los períodos de ajuste. Está 
bien establecido que es en oportunidad de que tengan ajustes los funcionarios públicos. Pero sí se viola 
en el primer acápite cuando dice que las jubilaciones tienen que ser suficientes. ¿Cuál debe ser la 
interpretación de suficiente? Que por lo menos satisfagan las necesidades básicas que los jubilados y 
los pensionistas tenemos como seres humanos. No tiene nada que ver con la suficiencia un promedio 
jubilatorio de $ 4.600 o que el 70% de los jubilados cobren menos de $ 7.500. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos recibido a muchas delegaciones que plantearon diversos temas 
relativos al BPS. Cómo método de trabajo, recibimos al Directorio del BPS cada dos o tres meses, a los 
efectos de actualizar los planteos, las propuestas y los cuestionamientos. Entendemos que debe ser así y 
es parte de la democracia: el intercambio, el debate y la resolución de algunos temas. Á veces, se 
pueden resolver y otras veces no. Pero sí plantear estos temas e intercambiar opiniones. 


Vamos a enviar la versión taquigráfica al Directorio del BPS a los efectos de que asista a la reunión 
conociendo los temas planteados y con una posible respuesta. Sabemos que a veces puede ser una respuesta 
política pero la Comisión es muy responsable por los temas que se tocan. También somos sensibles a los 
otros temas y sobre ellos responderemos en su momento. Inclusive, una vez que tengamos la respuesta del 
Banco de Previsión Social se la comunicaremos y los invitaremos para que asistan a este ámbito. 


La Comisión de Seguridad Social les agradece su presencia. 
(Se retira de Sala la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 
(Ingresa a Sala el Grupo de Cuidadoras del INAU) 


——- La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida al Grupo de Cuidadoras del INAU, integrado por la 
doctora Azul Martorell y las cuidadoras Fany Fusatte y Mabel Aranda. 


SEÑORA MARTORELL.- Antes que nada quiero agradecer una vez más que nos hayan recibido. 
Hemos concurrido al Parlamento con bastante asiduidad porque hace años que estamos con este tema; 
con algunos integrantes de la Comisión ya nos conocemos, como es el caso del señor Diputado Abdala. 


Hemos vuelto a este ámbito porque creemos que más allá de que las cuidadoras del INAU, madres sustitutas, 
es un instituto que surge en el año 1930 y tiene ciertas particularidades, hace cinco o seis años que vienen 
representantes de las cuidadoras para reclamar la formalización del trabajo que realizan y hoy por hoy el 
tema se ha judicializado; hemos entrado en instancias judiciales y hay casi doscientas cuidadoras que están en 
ámbito judicial pleiteando por sus derechos. Entendemos que el Parlamento es el ámbito más que natural para 
proponer este tema y para que en algún momento se reconozcan los derechos de las cuidadoras. Más allá de 
si uno tiene la suerte política, institucional o corporativa, de que a nivel judicial ganen la causa las 


cuidadoras, o no, hay una situación de hecho que el Parlamento tiene que reconocer, que es el caso de 
trescientos ochenta cuidadoras que tienen un trabajo, que realizan una actividad que corresponde al INAU, 
que es cuidar a sus niños, y a las cuales el INAU en determinado momento les reconoce derechos colaterales, 
como los jubilatorios, los de hogar constituido, los de prima por antigúedad, FONASA, etcétera, pero el 
núcleo del problema no se ha resuelto. Me refiero al hecho de reconocerlas como trabajadoras del ámbito 
público o del ámbito privado, donde el Estado puede hacer un contrato de trabajo a nivel privado o un 
"tertium genus". 


Muchos Diputados han dicho que el tema no es muy específico. Los propios integrantes del Directorio del 
INAU cuando han venido acá han dicho que la figura jurídica de las cuidadoras desde el punto de vista 
laboral es una situación híbrida, porque si bien tienen una cantidad de derechos que vendrían a ser 
consecuencia de una relación, esa relación no es reconocida. No creo que se pueda dar a cualquiera los 
beneficios que les ha dado hasta ahora el INAU, es decir, el Estado, solo por la loable tarea que desempeñan 
estas señoras. En este sentido, me parece que el Estado no realiza beneficencia. Evidentemente, si reconoce 
determinados derechos, por algo es. 


Antes de concurrir aquí, estuvimos en otra Comisión y allí hacíamos un ejercicio a "contrario sensu". El 
Directorio del INAU dice que el tema es cómo comienza esta figura de la cuidadora, en el año 1930, donde la 
situación social era diferente y la formación de la familia también. Eran aquellas familias grandes, populosas, 
que donde comían diez comían doce o catorce y el hombre era el que trabajaba. Es ahí que se crea la figura 
de madre sustituta, donde a esas familias, con la madre en la casa, se les daba niños para cuidar. Por 
sucesivos cambios, teniendo en cuenta la situación de estas mujeres, se ha ido dando una cantidad de 
beneficios pero, en definitiva, sigue siendo la institución de 1930. "Contrario sensu", si le sacamos todos los 
beneficios de los que hablamos a la retribución además de recibir por niño la parte de víveres ellas reciben 
una retribución; antes en el recibo decía "sueldo" pero hoy le sacaron esa palabra y le pusieron "retribución 
de cuidadora", es decir que el INAU ha ido cambiando la temática o la manera de configurar la situación, 
¿qué ser humano asumiría esa tarea? Nadie. Aclaro que también reciben, entre sus beneficios, el aguinaldo. 


El INAU quiere retrotraerse dos siglos atrás para decir que en 1930 las madres hacían esa tarea por una 
cuestión voluntaria y vocacional, pero en la actualidad nadie hace esa función porque cambió la sociedad y 
cambió la familia. En forma indirecta, el INAU ha ido reconociendo que se trata de una relación laboral 
porque de lo contrario no se entiende. ¿Cómo les puede dar hasta los aportes jubilatorios? Por lógico, hay 
ciertas cosas que no son justas. Ellas son trabajadoras. Que el INAU lo reconozca o no es un problema 
económico. Como siempre ha dicho el INAU: reconocer la relación laboral sería el acabóse de la institución; 
son palabras textuales de la licenciada Álvarez cuando vino a una de las tantas sesiones de Comisión del 
Parlamento. El INAU lo entiende como algo económico y que la resolución estaría en el Presupuesto. Hoy 
estoy muy interiorizada de todo: no tienen plata porque en el Rubro Cero no tendrían de dónde sacar todo ese 
dinero. Pero va más allá del dinero, más allá de que se les reconozca como trabajadoras que son. Aunque les 
hayan reconocido algunos beneficios, hoy por hoy se sienten subpreciadas en su trabajo. 


El trabajo es un derecho humano. El hecho de que política, institucional y económicamente no convenga, no 
quiere decir que no sean trabajadoras. Ellas trabajan veinticuatro horas al día los trescientos sesenta y cinco 
días del año; ustedes podrán decir que nadie las mandó a hacer eso, pero si no, ¿qué hacen? Es obvio que 
esos beneficios son un aliciente. También deben tener una vocación porque no cualquiera podría ser madre 
sustituta; por ejemplo, yo no podría serlo. Otras se encargarán de conseguir otra opción que les ofrezca el 
mercado. El INAU quiere presentar el trabajo que hacen estas madres como tan loable que no puede 
mercantilizarse y no puede hablarse en términos económicos. Hoy en día esto se torna imposible porque en 
pleno siglo XXI no se puede salir a la calle porque ya hay que pagar algo. No es posible no pensar en 
términos laborales, porque es obvio que se trata de un trabajo. 


Si ellas quieren sacar un préstamo cualquiera como por ejemplo, para vivienda no pueden hacerlo. En los 
encuentros de cuidadoras que mantenemos nos han contado que el Banco las rechaza porque no son 
trabajadoras. Ellas se sienten en inferioridad de condiciones. 


El INAU hace aportes jubilatorios y eso lo comentaba muy bien el señor Diputado Abdala en una de las 
sesiones y ellas reciben por niño un monto por retribución y otro por alimentos. Quiere decir que si tienen 
dos niños se multiplica por dos y así sucesivamente. Llegado el momento en que la faja de la retribución pasa 
el mínimo para hacer deducciones del IRPF, ellas tienen que deducir ese impuesto. Entonces, tienen aportes 


jubilatorios, se les deduce el IRPF, pero no son empresas unipersonales. En las historias laborales del BPS, el 
vínculo funcional es el número 12 de empleada, que ahora INAU quiere cambiar. Es tan drástico su actuar 
que lo quiere cambiar sin el conocimiento de las cuidadoras. Quiere cambiarles el vínculo sin su 
conocimiento, cuando ellas son parte interesada. 


Reitero que reciben aportes y se jubilan con una miseria. Esto es algo que ellas también quieren reclamar. 
Trabajan diecisiete o veinte años todos los días y no tienen licencia. No pueden decir que tienen una licencia 
de veinte días porque las madres no tienen licencia. Esto es lo que les dice el INAU. Este Instituto tiene 
centros institucionalizados con un matrimonio al frente que trabaja veinticuatro horas al día, a quien se paga 
un plus por ese trabajo excedente. Las horas extras no serían un problema porque podrían equipararse a esos 
centros y pueden tener licencia. Son situaciones puntuales que INAU se niega a reconocer. 


Mi compañera, aquí presente, tenía cinco menores a su cargo. Se dieron problemas de estrés, cervicales y una 
cantidad de certificados médicos, que presentaba a la Jefatura Departamental. Pero no pueden darle la 
licencia porque si lo hacen la reconocen como empleada. Todo es demasiado injusto. No se podía levantar de 
la cama, pero tenía que seguir atendiendo a cinco menores. Ella quería entregar tres niños y quedarse con dos 
y uno de los profesionales le dijo que si se le iban tres, se le iban todos. ¿Cuál es el problema? Si se le van 
todos, ella no pierde la calidad de funcionaria, pero pierde el FONASA, estando con problemas de salud. 
Viven una situación engorrosa, que además es objeto de manipulación porque no pueden expresarse como un 
trabajador que tuviera un problema en la columna, y se presenta al jefe y le dan licencia médica. Ellas no 
pueden tener licencia médica. 


El estatus de trabajador va más allá de lo económico. El INAU siempre lo ha presentado como un problema 
económico. Supongo que tendrá sus incidencias, pero me parece que va un poco más allá. 


Concurrimos otra vez al Parlamento porque creemos que la instancia judicial no es la única. Siempre fuimos 
alentados por los Diputados para lograr una instancia que elabore un proyecto que reconozca los derechos de 
ellas como trabajadoras. Claro que ese reconocimiento como trabajadoras implicará una erogación al Estado, 
pero son trabajadoras. 


Lo que queremos es poner la temática sobre la mesa y denunciar la situación violenta de que nos enteramos 
indirectamente que el INAU pidió al BPS el cambio del vínculo funcional, que viola los derechos, ya no de 
los trabajadores, sino los de la persona. 


SEÑORA MALLO.- Reconozco que este es un trabajo para el que no todos estamos preparados, dado 
que es el de una madre sustituta, que tiene todos los derechos y que pagarle. 


Por otro lado, hay otro tema del que no hablamos, y me refiero a los niños. Ellos también se acostumbran a 
esa persona, y ella pasa a ser su madre, a la que extrañan y necesitan, y lo que está pasando es horrible. 


Últimamente he tenido algunos casos en los que se quiere sacar los niños. Creo que en el INAU hay algo que 
no puedo asegurar, pero sí diría que se han formado unas chacras de varios niños y creo que pagan US$ 1.400 
por niño. Entiendo que ya la Comisión debe analizar si lo que se va a cambiar es el sistema. El caso que yo 
presento es el de unos niños dos hermanos que no querían volver de ninguna manera con alguien que no 
fuera la señora con la que estaban, porque se criaron con ella. Hice una evaluación de esos niños con una 
psicóloga, y están un año adelantados en su madurez, están muy bien y la señora terminó diciendo que los 
quiere adoptar, lo que tampoco surgió. Después los fueron a retirar de la escuela, y de tanto que lloraban, los 
maestros no los quisieron entregar. Cuando hablé el tema con el Director del INAU no tenía conocimiento, y 
todo quedó como estaba, es decir, con la señora porque se vio que era lo que querían realmente esos niños. Es 
muy importante lo que quiera el niño y no es cuestión de que un día uno tenga dos niños y después se 
deshaga de ellos. Esto es horrible para los niños. 


Como madre hay que arreglar la situación personal pero tratando de que el niño no sufra. Estoy dispuesta a 
considerar el tema que ustedes plantearon y el de los niños. 


Me preocupa un poco ese cambio porque en esas chacras no tendrían la madre solidaria. Sí habría una 
alimentación igual para todos, y ojalá que no sea arroz y fideos esa fue la denuncia que recibí y que todo sea 
ganancia para determinadas personas que forman esas chacras. Sé que estas cosas no se hacen con mala 


intención, pero se transforman según en las manos de quién estén. Todo esto se organiza para que las cosas 
funcionen mejor, pero el testimonio de ustedes es como la frutilla que faltaba como para ocuparme desde 
mañana por este asunto. Supongo que mis compañeros van a hacer lo mismo porque sé de su sensibilidad en 
temas como este. 


SEÑOR ABDALA.- Como aquí se dijo, hemos tenido vinculación con este tema a lo largo de los 
últimos años, y se ha considerado en los más diversos ámbitos del Parlamento, como en esta Comisión 
y en las de Legislación del Trabajo, de Derechos Humanos y en alguna instancia presupuestal en la 
Comisión de Hacienda. 


Creo que el organismo ha tenido una actitud muy desconsiderada con relación a estas funcionarias. A 
conciencia digo que son funcionarias porque comparto que reúnen la condición de tales, o por lo menos que 
están en una relación de dependencia, y cumplen sus funciones en el marco de una relación laboral. Reitero 
que el INAU no ha sabido valorar debidamente lo que a lo largo de tantos años ha sido una labor eficaz y 
eficiente, que no solo ha contribuido con el organismo, sino que ha cogestionado con él. En definitiva, le ha 
permitido cumplir sus cometidos en el sentido de dar amparo y protección a los menores de edad y a los 
niños que la necesitan. 


Por lo menos yo me crucé con esta historia en la Legislatura pasada. Creo que, en particular, al Directorio 
anterior le cabe una responsabilidad muy grande, porque en algún sentido precipitó estos acontecimientos, y 
utilizó la peor de las estrategias, que fue la de intentar desconocer los hechos y negar la realidad. En algún 
momento se manejó como excusa que el organismo estaba pensando en un sistema de amparo distinto que en 
forma paulatina iría reemplazando a las madres sustitutas, pero nada de eso se confirmó. En ese sentido, 
nosotros queremos reafirmar que aquí hay un problema serio, que el INAU debe asumir como tal y darle una 
respuesta. 


Quiero hacer dos consultas vinculadas con lo que acabo de expresar. En primer lugar, hay un antecedente 
muy importante que es el de la sentencia judicial, que en su momento se obtuvo, favorable a los intereses y a 
la pretensión de las cuidadoras, de las madres sustitutas. Quisiera saber en qué estamos respecto a los 
reclamos judiciales, porque es un componente muy importante, distinto al ámbito legislativo o a la solución 
legislativa. Muchas veces, como todos sabemos, un determinado estado en el ámbito de la Justicia, puede 
forzar a que los poderes públicos, el Parlamento, el Poder Ejecutivo, o el INAU busquen una solución 
definitiva, a través de una ley, a un problema que se ha judicializado y en el que el Estado puede tener todas 
las de perder. Como sabemos, ha habido sentencias contrarias a la Administración y favorables a los 
reclamantes. En definitiva, quiero saber en qué estamos en cuanto a los reclamos judiciales. 


En segundo término, en algún sentido la contracara de eso, quiero saber en qué estamos en la negociación 
con el INAUÚ. Cuando se conocieron las primeras sentencias judiciales, el actual Presidente del INAU al que 
considero un hombre de bien, centrado, más allá de las discrepancias, que en algún momento pareció asumir 
la gravedad del problema públicamente reconoció que era necesario encontrar una solución, y se supone que 
se generó un ámbito de negociación por parte de las madres sustitutas, que no sé en qué está, si tiene o no 
vigencia, si se está trabajando en alguna fórmula. Es muy importante conocer esto para lo que después esta 
Comisión pueda hacer en términos de convocar o conversar con las autoridades, o impulsar algún otro tipo de 
solución en el ámbito del Parlamento. 


Reafirmamos nuestro acuerdo y nuestra coincidencia con la descripción que acabamos de escuchar, y con la 
evolución de los hechos que a lo largo de todas estas décadas ha sido la que la doctora formulaba. 


SEÑORA MARTORELL.- Quiero responder a la señora Diputada Mallo. 


Evidentemente, el tema de los menores es el cierne de todo, pero no ponemos en cuestión el tratamiento que 
se les da porque ellos son bien tratados. El propio Instituto reconoce que los menores que han pasado por 
familias sustitutas son los que han tenido "más éxito" entre comillas, son los que se han formado, los que han 
obtenido profesiones, oficios; han sido continentados y tienen más apoyo dentro del INAUÚ. 


Quiero aclarar que en este caso particular, la señora recibe a estos tres menores ya en edad adolescente, por lo 
que tenían ciertas particularidades, pero su problema tenía que ver con lo físico. Si hubiese estado en otra 


situación, si hubiese podido hacer uso de licencia médica, INAU hubiese tenido que colocar a los niños en 
otro lugar hasta tanto ella no se mejorara de su salud, como sucede con todo trabajador. 


Además, debo decir que los técnicos de INAU son muy particulares. Ellos dicen que la madre sustituta no es 
madre y, por lo tanto, no puede vincularse afectivamente al punto de quererlo como un hijo y el niño no 
puede ser nunca adoptado por esa familia sustituta. Si realmente quiere un niño, tiene que anotarse en la lista 
del INAU para ser beneficiario de la adopción, pero no específicamente de ese niño ese niño está en una 
situación transitoria; después pasa al Ilaya, donde es derivado, pero, obviamente, hay una vinculación 
afectiva. Las madres sustitutas se vinculan de tal manera que sienten propio al niño. Recién estábamos 
comentando el caso de una madre sustituta de Durazno que recibió al niño con dos días y le dijeron que en 
treinta días se lo sacarían. Ahora el niño tiene veinte meses y se lo quieren sacar, entonces, se encadenó en la 
plaza de Durazno. Hubo un apoyo a nivel de los Diputados del departamento, se habló con el Juez y, 
supuestamente, la situación quedó resuelta, pero teóricamente la madre sustituta no podría adoptar. Creo que 
debería ser posible que esta situación cambiara porque, si vamos a lo afectivo y el niño es querido como 
propio, no sé por qué el INAU no lo permite. 


Con relación a las preguntas que nos hizo el señor Diputado Abdala, debo decir que hemos tenido sentencias 
en primera instancia a favor y en contra. Todas han pasado a la segunda instancia, pero ahí las sentencias han 
sido a favor del INAU y en contra de las cuidadoras. 


Yo considero que el tema no se acabaría con lo judicial, menos en este país y en este momento. Sin ser 
política, he visto que, hoy por hoy, aunque el Juez diga que no, hay otros medios. Entonces, no nos vamos a 
quedar con lo que diga el Juez. Además, ya se sabe que hay mucho corporativismo. Todavía no tenemos todas 
las sentencias en segunda instancia y aún no hemos ido a la Suprema Corte de Justicia. Es decir que falta un 
largo camino por andar. Supuestamente cada instancia es independiente y tiene diferentes poderes, por lo que 
estamos esperando otras decisiones. 


La actitud de INAU en cuanto a la negociación ha sido lamentable, porque más allá de que ellos entiendan 
que no son trabajadoras, hay problemas que se pueden resolver, pero hubo una o dos reuniones y luego se 
cortaron las negociaciones. En realidad, no era una negociación, sino una mesa que se formó con uno de los 
integrantes del Directorio, Dardo Rodríguez. Era un ámbito abierto para tratar problemas como, por ejemplo, 
falta de coordinación en las mesas de las Jefaturas departamentales. La de Durazno dice una cosa, la de 
Mercedes, otra, la de Tacuarembó, otra, y la de Montevideo, otra. Entonces, es todo muy subjetivo y a criterio 
de cada Jefe departamental, no hay pautas, la discrecionalidad es lo que abunda. 


Nosotros nos reunimos con el Presidente; íbamos a tener una nueva reunión, pero todavía lo estamos 
esperando. 


Creo que la negación del INAU respecto a este tema pasa por las consecuencias económicas, pero más allá de 
lo económico, hay personas y el INAU debería responderles. Más allá de que siga entendiendo que no son 
trabajadoras, debe reconocer que hay ciertos reclamos que se pueden encauzar y apelar para el mejor 
funcionamiento de todo. Ahora bien, capaz que el INAU entiende que son trabajadoras, pero no lo quiere 
reconocer, y el hecho de participar en mesas o negociaciones implicaría que ellos consideran que sí son 
trabajadoras. Entonces, si bien hace rato que se desconoce a estas personas como trabajadoras, como 
personas también se las desconoce. Porque si mañana la Justicia, en última instancia, determina que no son 
trabajadoras, ¿cómo resolvemos ciertas situaciones que ya no son una cuestión de trabajo, sino que tienen que 
ver con la persona? ¿Cómo se resuelve el despotismo que hay en las Jefaturas departamentales en el sentido 
de que ellos son los que mandan porque ellas no son nada? ¿Con la sentencia de un Juez que diga que ellas 
no tienen relación laboral? No; yo creo que va mucho más allá de eso. 


Por eso es que volvemos al Parlamento, porque queremos soluciones del Parlamento, de la misma manera 
que se han regularizado situaciones que no se pensaba que fueran laborales. ¿Por qué no? ¿O quiere decir que 


les han dado beneficios solamente porque los del INAU son buenos? No; porque si ellos entienden que no 
son trabajadoras, ¿por qué les hacen aportes? Son cuestiones obvias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función del planteo que han hecho, creemos importante citar al INAU. 


(Apoyados) 


——— Una vez que tengamos las respuestas respecto a la figura jurídica en relación con el BPS, las citaremos 
nuevamente para darles una respuesta. 


Obviamente, intentaremos aportar a la solución de un problema de vieja data. Es entendible lo que ustedes 
plantean, pero queremos escuchar a los organismos involucrados. 


SEÑORA MARTORELL.- No sé en qué aportará le venida del INAU, porque hace años que venimos y, 
luego, se llama al INAU, y nunca se resuelve nada. Por lo menos a nivel parlamentario es un 
procedimiento que se reitera y no sucede más nada. Nosotros ya sabemos qué va a responder el INAU y 
cuál es su tesitura. Inclusive, recuerdo que en la época en que el Presidente del INAU era Giorgi iba a 
haber una reunión en la Oficina Nacional del Servicio Civil para resolver el tema, pero nunca se 
realizó. Es decir que fueron temas que quedaron planteados pero no se resolvieron. Nosotros no hemos 
venido acá para reiterar ese proceso, sino que tenemos la intención de avanzar un poco más y lograr 
del Parlamento la herramienta fundamental, que es un proyecto de ley que contemple la situación de 
las cuidadoras. 


SEÑOR ABDALA.- Interpretando el planteo del Presidente, creo que es indispensable convocar al 
INAU. Por supuesto que el propósito no es que la gestión se agote en esa comparecencia, sino que a 
partir de allí se inicia una etapa de análisis, de reflexión, de negociación, de diálogo, entre los propios 
parlamentarios. 


Además, quiero poner de manifiesto que se aproxima la instancia presupuestal y el INAU va a comparecer 
ante la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. La discusión presupuestal empieza el día 12 
de julio, con la concurrencia del señor Ministro de Economía y Finanzas. Después de eso vendrán los demás 
organismos; obviamente, el INAU también estará en el calendario y, tal vez, la gestión que haga esta 
Comisión con la que también pueda realizar la de Presupuestos integrada con la de Hacienda termine 
calzando en una solución. Por supuesto que no estoy anunciando lo que no estoy en condiciones de anunciar, 
pero me parece que entre todos, por lo menos, tenemos que intentar dar estado parlamentario al asunto, 
ponerle la mayor dedicación y el mayor esmero para, entre todos, ver si podemos conjugar una solución. 


Aquí no se trata de voluntarismo; el INAU es un actor indispensable, nos guste o no nos guste, y es natural 
que la bancada de Gobierno se preocupe mucho por su opinión no me corresponde a mí decirlo y quiera 
conocer hasta dónde el Instituto está dispuesto a avanzar en una solución. Estos son datos de la realidad que 
no podemos desconocer porque, si lo hacemos, estaremos desconociendo la realidad misma. 


Yo recojo el guante de lo que el Presidente plantea porque, por lo menos, me parece que representa una nueva 
oportunidad, en un momento especial repito, porque es el momento en que se realizan ajustes presupuestales, 
la Rendición de Cuentas tiene 266 artículos tal como ha venido, lo que quiere decir que es una Rendición de 
Cuentas abierta. Yo no descarto que podamos, entre el Gobierno y la oposición, el Poder Ejecutivo y el 
Parlamento, negociar o conversar una solución. Obviamente, no puedo asegurar un resultado porque, entre 
otras cosas, no integro el Gobierno, pero creo que vale la pena ir por este camino que el Presidente sugirió. 


SEÑORA MARTORELL.- Tengo una duda. Cuando el señor Diputado habla de que se inicia la etapa 
presupuestal, ¿se refiere al presupuesto anual de cada ente? 


SEÑOR ABDALA.- El INAU es un Inciso dentro del Presupuesto. Se trata de la Rendición de Cuentas 
y del ajuste presupuestal, o sea que se rinden cuentas de lo actuado y, al mismo tiempo, se pueden 
introducir modificaciones al presupuesto de cada organismo. 


SEÑORA MARTORELL.- Nosotros no tenemos problema, pero recordemos que la vez anterior, ante 
la propuesta de las cuidadoras de que se las contemplara, el INAU cambió un artículo donde se 
sustituye el sistema de alternativa familiar por el de acogimiento familiar, lo que significó un cambio 
posicional. No se resolvió el problema de las cuidadoras y se creó un nuevo Instituto donde la relación 
va a ser con el niño, no más con la cuidadora, y las partidas se tratarán de relacionar con las familias 
del niño y solamente tendrán naturaleza alimentaria. Es decir que se saca de lado a las cuidadoras. 
Recordemos esto. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que lo recordamos. En algún sentido hice referencia a eso en mi 
intervención anterior. Esa fue una modificación del sistema que impulsó fundamentalmente el 
Directorio que presidió Giorgi. Todos sabemos que no tenemos un panorama fácil. Lo que pasa es que 
lo que el Parlamento puede ofrecer es esto. Lo otro es la nada, dejar que las cosas transcurran por los 
andariveles en que están caminando hoy, que por supuesto a ustedes no les sirve y a quienes somos 
solidarios con la causa de ustedes entendemos que no es justo que así sea. Si han venido a buscar 
certezas, no estamos en condiciones de darlas. Lo que sí podemos asumir es una obligación de medios, 
es decir, vamos a convocar al Directorio del INAU y vamos a llevar el tema a la instancia presupuestal. 
Esos compromisos sí podemos contraerlos, como dijo el Presidente. Yo soy miembro de la Comisión de 
Presupuestos que se integrará con la de Hacienda. De manera que en la instancia de la comparecencia 
del INAU vamos a poner el tema sobre la mesa. Pero hoy no podemos avanzar mucho más que eso. 
Supongo que habrán venido a buscar esto o algo similar a esto. Si lo que vinieron a buscar es una 
solución, saben que es imposible. Ojalá pudiéramos, pero es imposible. 


SEÑORA MARTORELL.- Les agradecemos que nos hayan recibido y lo que queremos es avanzar, y 
no quedarnos en que se escuchen las partes y metidos en una nube sin certezas. Deseamos caminar un 
poco más firme en el reconocimiento de los derechos de las cuidadoras. 


SEÑORA ARANDA.- Soy cuidadora de San José. Quisiera dejar en claro que si una maestra lo hace 
por vocación y tiene un sueldo, ¿por qué nosotros no podemos tener un sueldo si también lo hacemos 
por vocación? 


Otra cosa que tenemos claro y que se nos inculca desde que se nos entregan los niños es que ellos no son 
nuestros, sino que están transitoriamente con nosotros. Entonces, más allá del trabajo que hacemos con los 
chiquilines para sacarlos adelante, pensamos que estos niños son hijos del Estado y, por lo tanto, el Estado se 
tiene que hacer responsable. Tampoco alcanza lo que aporta el Estado para el trabajo con estos niños. 
Tenemos que disponer de los sueldos de nuestros esposos para sacar a estos chiquilines adelante. Esto no es 
justo. Por más que uno lo hace como un trabajo, no podemos decirle al esposo todos los días que no nos 
alcanzó para los championes, que no alcanzó para pagar la profesora particular. Esto no nos lo da el Estado. 


Tenemos chicos que salen adelante porque los empujamos y tratamos de que estudien, que hagan una carrera 
o se formen en un oficio. Pero todo eso nos cuesta muchísimo. Nosotros somos las titulares, damos la cara, 
pero involucramos a toda la familia. Si estamos enfermas, tenemos que pedirle a un hijo en mi caso, que ya 
no vive en casa que se involucre en esto. No es algo que hacemos solas; lo hacemos en conjunto porque, de 
lo contrario, no funcionaría; nosotros solas no podríamos. 


Entonces, obviamente, esto es un trabajo, pero no es para cualquiera. Además, la gente que está en buena 
posición económica nunca entraría en esto. Eso lo tenemos muy claro. Somos 380 cuidadoras y todas 
tenemos un nivel similar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una gran cantidad de datos sobre este tema, sobre todo en cuanto a la 
sensibilidad. 


Adhiero a lo que decía el señor Diputado Abdala en cuanto a servir de puente. Pero, después de recibir al 
INAU, sugiero hacer algunos movimientos. Esta es una cuestión de carácter político. Apelemos a ser 
positivos. Sé que, a veces, cuesta porque el hombre es el resultado de las circunstancias y actúa en base a 
ellas. 


El tema es de mucha sensibilidad y muy complejo, pero eso no significa que no se le pueda hincar el diente. 
Muchas gracias. 


(Se retira de Sala un grupo de Cuidadoras del INAU) 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer un planteo con relación a las pensiones graciables. Además, quiero 
invocar al señor Diputado López Villalba que hoy no asiste porque no está en el ejercicio de la función 


como Diputado suplente, pero que está de acuerdo con este planteo que voy a formular. También debo 
confesar que he hablado informalmente con la señora Diputada Mallo. 


Con relación a las pensiones graciables, tal vez haya llegado el momento de mantener una conversación 
informal con las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura; no estoy diciendo que se los invite a 
Comisión. Las pensiones graciables implican un acto complejo. La iniciativa privativa es del Poder 
Ejecutivo, pero tan indispensable como ella es la aprobación parlamentaria. El Poder Ejecutivo, en su 
legítimo derecho, ha enviado proyectos de ley a fin de consagrar este beneficio para determinados 
ciudadanos. Si mal no recuerdo, esta Comisión ha actuado siempre por unanimidad en ese sentido. Pero 
también es verdad que desde el propio Parlamento han surgido iniciativas que han sido remitidas al 
Ministerio de Educación y Cultura para recabar la correspondiente iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. A 
mi juicio, hasta ahora, no ha habido mayor suceso. 


No estoy planteando esto en términos de queja, por lo menos por ahora, pero sí estoy diciendo que sería 
aconsejable mantener una conversación en los mejores términos. Tal vez, lo que corresponda es gestionar una 
entrevista con el Ministro o con el Director General para concurrir al Ministerio y conversar con respecto a 
todo esto, a los efectos de definir criterios según los cuales se haga lugar a unas y no a otras, o se promuevan 
unas y no otras, de las pensiones graciables solicitadas por los propios interesados ante el Ministerio, por 
distintos legisladores en el ámbito del Parlamento o por el Poder Ejecutivo. 


Tengo la impresión de que sería saludable que diéramos ese paso. Sé que hay algunos proyectos de ley que 
están pendientes de sanción. Si no estoy errado, hay algunas propuestas en el ámbito de la Comisión; creo 
que otras están viniendo del Senado. 


Entonces, en nombre del Partido Nacional me atrevo a invocarlo porque hablé con el señor Diputado López 
Villalba que ha actuado como titular en esta Comisión; yo soy delegado de sector, quisiera sugerir esa 
posibilidad. 


Aclaro que hay que desdramatizar la situación. No estoy pensando en que venga el Ministro para censurarlo. 
Estoy pensando en ir a hablar con él o con el Director General. No sé si no es en el ámbito de la Dirección 
General que estos temas se manejan en el Ministerio, sin perjuicio de que hay una Comisión especial que se 
dedica al análisis de las propuestas. 


Hay que tener en cuenta que si el Poder Ejecutivo no manda el proyecto, no hay ley ni pensión, pero si el 
Parlamento no la aprueba, tampoco. Se me dirá que el Poder Ejecutivo tiene mayorías en las Cámaras, pero 
estoy seguro de que en temas de esta naturaleza, lo mejor es actuar de consenso y no forzar las votaciones 
para llegar a entendimientos razonables, sobre todo con relación a temas que no dejan de tener un 
componente subjetivo porque el estado de necesidad es más fácilmente demostrable, pero los méritos 
relevantes siempre pueden ser objeto de una opinión a favor o en contra, y en los hechos así ha ocurrido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una cosa son las pensiones graciables que envía el Poder Ejecutivo y otra son 
las que se proponen a nivel del Parlamento. ¿Te estás refiriendo a las dos? 


SEÑOR ABDALA.- Yo diría de conversar sobre todo el tema, antes de avanzar en la aprobación de las 
que están. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea, en el caso de cada persona, tratar de intercambiar opiniones en cuanto 
a su realidad. 


SEÑOR ABDALA.- No, cuidado, no estoy diciendo que cambiemos el sistema de trabajo. No estoy 
diciendo que en cada oportunidad se venga a informar. De pronto, ahora tenemos una conversación y, 
seguramente, a partir de allí, aprobaremos todo lo que tengamos que aprobar. 


SEÑORA MALLO.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hice esa mención por lo siguiente. Cuando el Poder Ejecutivo envía una 
pensión graciable también manda un banco de datos, es decir, una gran cantidad de información 


precisa. Por eso, hacía la pregunta. 


SEÑOR ABDALA.- No estoy diciendo que las que remite el Poder Ejecutivo no estén debidamente 
justificadas. Lo que estoy diciendo es que hay otras, que también están justificadas, y que no han 
venido. Tampoco señalo a priori una mala voluntad. Pero sí me consta que todavía está pendiente la 
tramitación de muchas pensiones graciables que han sido preocupación de la señora Diputada Mallo, 
de quien habla y de otros compañeros del Partido Nacional y del Partido Colorado; inclusive, algunas 
de ellas fueron motivo de minuta de comunicación que aprobó la propia Cámara. 


Entonces, tal vez tengamos que hacer una puesta al día y revisar todos esos temas con el Ministerio de 
Educación y Cultura antes de avanzar. Reitero, es una conversación que espero despeje el panorama de aquí 
en adelante; no estoy sugiriendo que en cada caso tengamos una instancia con el Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Que sea a nivel global. 
SEÑOR ABDALA.- Exactamente. 
(Diálogos) 


——— Si estamos de acuerdo podríamos gestionar una reunión con la ayuda de la Secretaría. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


Me informa la señora Secretaria que debemos votar la reunión extraordinaria para el día miércoles 13 de julio 
a la hora 11 y 30, a los efectos de considerar los siguientes proyectos de ley: "Personas con enanismo o 
acondroplasia. (Normas sobre su protección integral)", para el cual concurrirá el señor Ramiro Duarte, y el 
relativo a "Hijos de personas fallecidas como consecuencia de hechos de violencia doméstica. (Se establece 
en su favor una pensión no contributiva y una asignación familiar especial)", para el cual solicitaron concurrir 
las Mujeres de Negro. 


Si estamos de acuerdo, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Asimismo, la señora Secretaria me informa que debemos resolver tratar el día 3 de agosto el proyecto de ley 
del señor Diputado Mañana relativo a "Realización de actividad laboral posterior a la percepción de la 


jubilación común. (Eliminación de la incompatibilidad)", pero si están de acuerdo sugeriría dejar esta 
instancia para el próximo miércoles 13. 


SEÑORA MALLO.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nádcin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


